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En su tránsito por la Comisión Séptima del Sena-
do de la República fueron asignadas ponentes para 
primer debate las honorables Senadoras Dilian Fran-
cisca Toro Torres, Gloria Inés Ramírez Ríos y Lilia-
na Rendón Roldán, cuyo informe fue publicado en la 
Gaceta del Congreso número 644 de 2010.

II. CONTENIDO Y ALCANCE  
DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley consta de dos artículos, con el 
primero de los cuales se amplía el contenido y alcan-
ce del artículo 6º de la Ley 3ª de 1991, adoptando 
medidas complementarias de protección del derecho 
a una vivienda digna, mediante el otorgamiento de 
un nuevo subsidio a la vivienda de interés social o de 
interés prioritario, cuando esta ha sido afectada por 
las consecuencias de un desastre natural o acciden-
tal, por la declaratoria de calamidad pública o estado 
de emergencia; por atentados terroristas o, por la pér-
dida de la vivienda de habitación como consecuencia 
de una dación en pago o por efectos de un remate 
judicial, el que será otorgado por una sola vez, de 
conformidad con la reglamentación que para el efec-
to expida el gobierno nacional.

Igualmente esta iniciativa consagra la posibilidad 
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vienda de Interés Social o Prioritario contemplados 
en la presente ley, puedan postularse para acceder al 
otorgamiento de un subsidio adicional, con destino 
al mejoramiento de la vivienda, equivalente al valor 
máximo establecido para cada modalidad, por una 
sola vez, de conformidad con la reglamentación que 
expida el gobierno nacional dentro de los tres (3) 
meses posteriores a la promulgación de la ley.

Igualmente y en acatamiento de lo preceptuado 
en el artículo 10 de la Ley 823 de 2003, “por la cual 
se dictan normas sobre igualdad de oportunidades 
para las mujeres”, se ordena un tratamiento prefe-
rente a las mujeres cabeza de familia de los estratos 
más pobres de la población, a las trabajadoras del 
sector informal y a las madres comunitarias, para 
efectos de garantizar durante el proceso de postula-

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
258 DE 2010 SENADO, 035 DE 2009 CÁMARA

por medio de la cual se adiciona un parágrafo  
al artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., 23 de noviembre de 2010
Doctor
ARMANDO ALBERTO BENEDETTI VILLANEDA
Presidente Senado de la República
E. S. D.
Asunto: Informe de ponencia para segundo de-

bate al Proyecto de ley número 258 de 2010 Sena-
do, 035 de 2009 Cámara, por medio de la cual se 
adiciona un parágrafo al artículo 6º de la Ley 3ª de 
1991 y se dictan otras disposiciones.

Apreciado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la hono-

rable Mesa Directiva de la Comisión Séptima Cons-
titucional Permanente del Senado de la República y 
acatando el Reglamento del Congreso relacionado 
con el trámite de los proyectos de ley, presentamos 
ante usted, Informe de ponencia para segundo de-
bate al Proyecto de ley número 258 de 2010 Sena-
do, 035 de 2009 Cámara, por medio de la cual se 
adiciona un parágrafo al artículo 6º de la Ley 3ª de 
1991 y se dictan otras disposiciones, con las siguien-
tes consideraciones:

I. ANTECEDENTES
El presente proyecto de ley es de iniciativa del 

honorable Representante a la Cámara Carlos Enrique 
Soto Jaramillo, radicado el 31 de julio de 2009 en 
la Secretaría General de ese órgano legislativo con 
el número 035 de 2009 - Cámara; publicado en la 
Gaceta del Congreso número 608 de 2009; asignado 
ponente para primero y segundo debate al honorable 
Representante Rodrigo Romero Hernández, infor-
mes que fueron publicados en la Gacetas números 
744 y 1035 de 2009.
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ción, un tratamiento preferencial, dadas las condicio-
nes de alta vulnerabilidad social y económica a que 
están expuestas.

III. CONSIDERACIONES GENERALES
I. Contenido normativo del derecho a la vi-

vienda digna
Conviene recordar que la Corte Constitucional 

ha reconocido el carácter complejo del derecho a 
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componentes y prestaciones que hacen parte de su 
contenido, así como las obligaciones que le com-
peten al Estado en cuanto a su respeto, protección 
y realización, a través de la expedición de medidas 
legislativas que: (i) garanticen la seguridad en la 
tenencia de vivienda y, (ii) establezcan sistemas de 
acceso a la vivienda, como son los subsidios, instru-
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y conservación. 

Respecto de los elementos y prestaciones que ha-
cen parte del contenido del derecho a la vivienda, 
el Tribunal Constitucional en la Sentencia C-936 de 
20031 ha acogido las diversas dimensiones que com-
porta la efectiva garantía del derecho a la vivienda, 
en concordancia con lo establecido en el artículo 51 
Superior, en el artículo 11 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y las 
Observaciones Generales 4 y 7 del Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones 
Unidas, que hacen alusión a:

a) Condiciones de la vivienda
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dades e infraestructura;
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b) Seguridad en el goce de la vivienda:
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Ahora bien, el carácter complejo del derecho a la 
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nes y aspectos que involucra la efectiva garantía del 
derecho a la vivienda, sino también en la variedad de 
obligaciones estatales que comporta. Así lo ha ad-
vertido la misma Corte Constitucional al dar cuenta 
del sentido del artículo 51 de la Constitución Política 
que en su texto señala:

“Artículo 51. Todos los colombianos tienen de-
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ciones necesarias para hacer efectivo este derecho 
y promoverá planes de vivienda de interés social, 
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de vivienda”.

El derecho a la vivienda digna no se reduce a un 
derecho a ser propietario de la vivienda en la que se 
habita, sino que el mismo se proyecta sobre la nece-
sidad humana de disponer de un sitio de vivienda, 
sea propio o ajeno, que revista las características para 
poder realizar de manera digna el proyecto de vida; 
razón por la cual, el derecho a la vivienda digna está 
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largo plazo y al otorgamiento de alivios a favor de 
los sectores de la población menos favorecidos.
1 M. P. Dr. Eduardo Montealegre Lynett.

Conforme a la doctrina elaborada por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas, entre las obligaciones que tienen 
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tran las siguientes:

1. Adoptar medidas legislativas, administrativas 
y judiciales en orden a cumplir con los objetivos del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales en cuanto al derecho a la vivienda.

2. No adoptar medidas de carácter deliberada-
mente regresivo.

3. Garantizar el ejercicio del derecho a la vivien-
da digna y adecuada sin ningún tipo de discrimina-
ciones.

4. Dar prioridad a los grupos más vulnerables y 
a los que tengan necesidades más urgentes, conce-
diéndoles atención especial en la legislación y en las 
políticas de vivienda.

En cuanto a la normatividad que rige el otorga-
miento del Subsidio Familiar de Vivienda, encontra-
mos que la misma ha tenido diferentes desarrollos en 
los cuales se han consignado conceptos tales como 
Vivienda de Interés Social, VIS; Vivienda de Interés 
Prioritario, VIP; Subsidio Familiar de Vivienda, en-
tre las que podemos mencionar, así:

1. Ley 9ª de 1989, “por la cual se dictan normas 
sobre Planes de Desarrollo Municipal, compraventa 
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aquellas soluciones de vivienda cuyos precios de ad-
quisición o adjudicación sean iguales o inferiores de 
100 a 135 salarios mínimos legales mensuales, se-
gún el número de habitantes de la ciudad donde se 
encuentre ubicado el bien y además determinó entre 
otros asuntos, que los municipios deberán reservar 
����������	�	������	������	�����������K����	��
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para adelantar esos planes de vivienda.

2. Ley 49 de 1990, “por la cual se reglamenta 
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accionario, se expiden normas en materia tributaria, 
aduanera y se dictan otras disposiciones”, estipuló 
en su capítulo XI la `Financiación de la vivienda de 
interés social, y previó que cada Caja de Compen-
sación Familiar está obligada a constituir un fondo 
para el subsidio familiar de vivienda, el cual será 
asignado en dinero o en especie de acuerdo con las 
políticas trazadas por el Gobierno Nacional. Tam-
bién estipuló esta norma que el subsidio será otorga-
������������������������	��������	�������������
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que sus ingresos sean inferiores a 4 salarios mínimos 
mensuales.

3. Ley 3ª de 1991, “por la cual se crea el Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social, se establece 
el subsidio familiar de vivienda, se reforma el Ins-
tituto de Crédito Territorial, ICT, y se dictan otras 
disposiciones”, que determinó que el Sistema Nacio-
nal de Vivienda de Interés Social lo integran las en-
tidades públicas o privadas que cumplan funciones 
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lo de vivienda de interés social, con el propósito de 
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desarrollo de políticas de vivienda de interés social.

1. Para tal efecto, creó en reemplazo del Instituto 
de Crédito Territorial ICT, el Instituto Nacional de 
Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana INUR-
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BE, para la administración de los recursos del Subsi-
dio familiar de Vivienda y prestar asistencia técnica, 
entre otras funciones.
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aporte estatal en dinero o en especie, otorgado por 
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La cuantía del subsidio será determinada por el Go-
bierno nacional de acuerdo con los recursos dispo-
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tes para obtener una vivienda, mejorarla o habili-
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como ahorro previo, cuota inicial, materiales.

4. Ley 388 de 1997, $���� ��� ����� ��� ���
����
la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991 y se dictan 
�������
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����#� fue expedida con el propósito 
de asegurar que los recursos en dinero o en especie 
que destine el Gobierno Nacional para la vivienda de 
interés social, se dirijan prioritariamente a atender la 
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la Vivienda de Interés Social como aquella que se 
desarrolle para garantizar el derecho a la vivienda 
de los hogares de menores ingresos y estableció que 
en cada Plan Nacional de Desarrollo, el Gobierno 
Nacional determinará el tipo y precio de la solución 
de vivienda teniendo en cuenta aspectos tales como, 
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crédito de los hogares, las condiciones de la oferta 
y las sumas de fondos del Estado destinados a los 
programas de vivienda.

5. Ley 546 de 1999 o Ley Marco para la Fi-
nanciación de Vivienda, estipuló en el Capítulo VI, 
la Vivienda de Interés Social, y determinó que den-
tro de los planes de ordenamiento territorial debe-
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construcción de vivienda de interés social que se es-
tipulen dentro de los planes de desarrollo, de tal ma-
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también criterios para la distribución regional de los 
recursos del subsidio de vivienda de interés social y 
estableció la obligación para los establecimientos de 
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este tipo de vivienda, así como la asignación de re-
cursos del presupuesto nacional para el otorgamiento 
de tales subsidios.

6. Ley 812 de 2003, “por la cual se aprueba el 
Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006 hacia un 
�������%����
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�#, determinó el ahorro como un 
requisito para la obtención del Subsidio Familiar de 
Vivienda, materializado en una cuenta de ahorro pro-
gramado; en las cesantías de los miembros del hogar 
postulante; en los aportes periódicos que se hagan en 
fondos o cooperativas; en el lote y el avance de obra 
y consagró en el Parágrafo 1º del artículo 94, como 
excepción para el requisito del ahorro lo siguiente:

“(…) los hogares objeto de programa de reubi-
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terroristas, los de desastres naturales y los hogares 
con ingresos hasta de dos (2) salarios mínimos men-
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6. Los Decretos 975 y 3111 de 2004, median-
te los cuales se reglamentó el Subsidio Familiar de 
Vivienda de Interés Social en dinero y en especie, 
respectivamente, previeron, al igual que el Plan Na-
cional de Desarrollo, excepciones al requisito del 
ahorro para la obtención del subsidio y consagraron 
prioridades para su asignación a varios grupos de po-
blación, entre ellos, los hogares objeto de programas 
de reubicación de zonas de alto riesgo no mitigables.

7. La Ley 823 de 2003, “por la cual se dictan 
normas sobre igualdad de oportunidades para las 
�������#� en su artículo 10º consagró el derecho de 
todos los colombianos a tener acceso a una vivienda 
digna y estableció la obligación a cargo del Estado de 
garantizar de manera especial este derecho a las mu-
jeres, en especial a las mujeres cabeza de familia de 
los estratos más pobres de la población, a las mujeres 
del sector informal, tanto rural como urbano y a las 
Madres Comunitarias, para lo cual, el gobierno na-
cional diseñará programas especiales de crédito y de 
subsidios adecuados a sus particulares condiciones, 
razón por la cual se consideró pertinente incluir en el 
presente proyecto de ley esta prerrogativa, como una 
medida de acción positiva, dadas sus condiciones de 
alta vulnerabilidad.
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Uno de los hechos que motivan la presente inicia-

tiva se sustenta en lo ocurrido el 25 de enero de 1999, 
cuando dos sismos de 6.2 y 5.8 grados en la escala 
de Richter afectaron a 28 municipios en 5 departa-
mentos del occidente colombiano, generando no sólo 
una crisis humanitaria que cobró la vida de más de 
1.000 personas; también afectó de manera estructu-
ral a más de 90 mil inmuebles, así como las redes de 
servicios públicos y la infraestructura vial.
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país dicha situación, surgió el FOREC como meca-
nismo para atender la reconstrucción del Eje Cafete-
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esa parte del país. Gracias a la atención oportuna de 
la emergencia y a la orientación responsable de los 
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aproximadamente 127.000 familias, otorgando re-
cursos por valor de 793 mil millones de pesos, entre-
gados mediante la modalidad de Subsidio Familiar 
de Vivienda en sus diversas modalidades.

Por otro lado, con la expedición del Decreto 554 
de 2003, se ordenó el 10 de marzo de 2003, la liqui-
dación del Instituto Nacional de Vivienda de Interés 
Social y Reforma Urbana, INURBE, entidad que se 
encargó de manejar y administrar los recursos desti-
nados para el subsidio familiar de vivienda, la cual 
#�������������	��]�������������#�������
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racionalizar la organización y funcionamiento de la 
Administración Pública y garantizar la sostenibili-
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dica FONVIVIENDA, entidad que, mediante nuevas 
reglas de juego impuestas por un modelo jurídico 
administrativo diferente, asumió la tarea del desapa-
recido INURBE.

Las situaciones mencionadas anteriormente ga-
rantizaron en su momento la asistencia a las familias 
colombianas carentes de vivienda en condiciones 
dignas. Sin embargo, lo anterior generó trastornos 
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la ayuda estatal en momentos de desastre natural o 
por el esquema adoptado por diferentes entidades 
administrativas, se les niega la posibilidad de apro-
vechar los nuevos mecanismos ofrecidos por el sis-
tema vigente desplegado por el Gobierno Nacional 
mediante el Fondo Nacional de Vivienda para acce-
der a recursos destinados a mejorar las condiciones 
de su vivienda.

Por lo tanto, no es justo que una familia en me-
dio de una situación crítica haya tenido como último 
recurso aceptar un subsidio para mejorar las condi-
ciones de su hogar, cuando en últimas lo otorgado de 
������� ��
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un subsidio de mejoramiento de vivienda, sino de 
reparación.

Así mismo, no se comprende cómo puede ser po-
sible que a una familia se le niegue la posibilidad 
de aprovechar las bondades del Fondo Nacional de 
Vivienda para mejorar las condiciones físicas de sus 
hogares.

Con el propósito de brindar una luz de esperanza 
a las familias que se vieron de alguna manera afec-
tadas por las situaciones descritas anteriormente, se 
propone incluir un parágrafo en el artículo 6° de la 
Ley 3ª de 1991, para actualizar la intención del le-
gislador en su momento de garantizar el derecho a la 
vivienda digna, mediante la adecuación del texto a 
las situaciones particulares posteriores imposibles de 
prever por parte de los promotores de la ley aludida.
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ciales del Gobierno Nacional, durante los años 2003 
a 2008 han sido rechazadas 165 mil postulaciones 
por esta condición, negándoles la posibilidad al mis-
mo número de familias de mejorar el entorno físico 
de su hogar, obstaculizando su intención de progre-
sar y ocultando las necesidades latentes que segura-
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tiempo de subsidios entregados en situaciones extre-
mas, desfavorables, o en todo caso no iguales a los 
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Este proyecto de ley propone un reto para la cor-
poración legislativa: Actualizar y adecuar los requi-
sitos para acceder al Subsidio de Vivienda bajo la 
modalidad de mejoramiento, favorecer a millones de 
colombianos que se ven afectados por una condición 
��	����������������������������
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promiso del Congreso de la República en el cum-
plimiento del derecho constitucional a la vivienda 
digna.

IV. PLIEGO DE MODIFICACIONES
a) Modifíquese el título del proyecto de ley, el 

cual quedará así:
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de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones”.
b) Modifíquese el artículo 1º, el cual quedará así:
Artículo 1º. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 

3ª de 1991, el cual quedará así:
Artículo 6º. Establézcase el Subsidio Familiar de 

Vivienda como un aporte estatal en dinero o en espe-
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objeto de facilitar el acceso a una solución de vivien-
da de interés social o interés prioritario, sin cargo de 
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las condiciones que establece esta ley.

La cuantía del subsidio será determinada por el 
Gobierno Nacional de acuerdo con los recursos dis-

����
��	����������������������	���
����������������&�
��	� 
����
����	� 	�
���
�����
�	� ��� ��	� 
����
��-
rios, en cuya postulación se dará un tratamiento pre-
ferente a las mujeres cabeza de familia de los estra-
tos más pobres de la población, a las trabajadoras del 
sector informal y a las madres comunitarias.

<��K���#��}|*�$�	�
����
�����	�������
	�������-
miliar de Vivienda en cualquiera de sus modalida-
des, cuyas viviendas hayan sido o fueren afectadas 
por desastres naturales o accidentales, por la decla-
ratoria de calamidad pública o estado de emergencia, 
��������������	��������	��	����
�����������	���
���	�
y tramitados ante las autoridades competentes, ten-
drán derecho a postularse nuevamente, para acceder 
al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo con las 
condiciones que para el efecto establezca el Gobier-
no Nacional.

Parágrafo 2°. Los usuarios de los créditos de Vi-
vienda de Interés Social o Interés Prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivien-
da de habitación como consecuencia de una dación 
en pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el pa-
rágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido al subsidio 
familiar de vivienda contemplado en el parágrafo 1° 
del presente artículo, podrán postularse para acceder 
al otorgamiento de un subsidio adicional, con des-
tino al mejoramiento de la vivienda urbana o rural, 
equivalente al valor máximo establecido para cada 
modalidad, de conformidad con la reglamentación 
que expida el gobierno nacional dentro de los tres 
(3) meses siguientes a la promulgación de la presente 
ley.

PROPOSICIÓN
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a los 

integrantes de la Honorable Mesa Directiva de Sena-
do de la República, dar segundo debate al Proyecto 
de ley número 258 de 2010 Senado, 035 de 2009 
Cámara, �������
�������������������
����������&��-
lo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposi-
ciones, con el texto propuesto a continuación.

Atentamente,
Senadoras Ponentes,
Dilian Francisca Toro Torres, Gloria Inés Ramí-

����'&����*
�
����'������'������
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de 
noviembre año dos mil diez (2010).

En la presente fecha se autoriza la publicación en 
la Gaceta del Congreso, de la República, el informe 
de ponencia para segundo debate, texto propuesto 
�����	���������
����&����������������������
�������
comisión, en quince (15) folios, Proyecto de ley nú-
mero 258 de 2010 Senado, 035 de 2009 Cámara, 
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 
artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones. Autoría del proyecto de ley del hono-
rable Representante Carlos Enrique Soto Jaramillo.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 258 

DE 2010 SENADO, 035 DE 2009 CÁMARA
�������
�������������������
�����������
��������
artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
PROYECTO DE LEY NÚMERO 258 DE 2010 

SENADO, 035 DE 2009 CÁMARA
�������
�������������������
����������&�����+/� 

de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras  
disposiciones.

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 
3ª de 1991, el cual quedará así:

Artículo 6º. Establézcase el Subsidio Familiar de 
Vivienda como un aporte estatal en dinero o en espe-

���������������������	������%����
����
������
������
objeto de facilitar el acceso a una solución de vivien-
da de interés social o interés prioritario, sin cargo de 
��	����
�����	��������������
����
������
������
���
las condiciones que establece esta ley.

La cuantía del subsidio será determinada por el 
Gobierno Nacional de acuerdo con los recursos dis-
����
��	����������������������	���
����������������&�
��	� 
����
����	� 	�
���
�����
�	� ��� ��	� 
����
��-
rios, en cuya postulación se dará un tratamiento pre-
ferente a las mujeres cabeza de familia de los estra-
tos más pobres de la población, a las trabajadoras del 
sector informal y a las madres comunitarias.

Parágrafo 1°.�$�	�
����
�����	�������
	�������-
miliar de Vivienda en cualquiera de sus modalida-
des, cuyas viviendas hayan sido o fueren afectadas 
por desastres naturales o accidentales, por la decla-
ratoria de calamidad pública o estado de emergencia, 
��������������	��������	��	����
�����������	���
���	�
y tramitados ante las autoridades competentes, ten-
drán derecho a postularse nuevamente, para acceder 
al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo con las 
condiciones que para el efecto establezca el Gobier-
no Nacional.

Parágrafo 2°. Los usuarios de los créditos de 
Vivienda de Interés Social o Interés Prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivien-
da de habitación como consecuencia de una dación 
en pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimien-
to del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el 
parágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las au-
toridades competentes.

Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido al sub-
sidio familiar de vivienda contemplado en el pará-
grafo 1 del presente artículo, podrán postularse para 
acceder al otorgamiento de un subsidio adicional, 
con destino al mejoramiento de la vivienda urbana o 
rural, equivalente al valor máximo establecido para 
cada modalidad, de conformidad con la reglamenta-
ción que expida el gobierno nacional dentro de los 
tres (3) meses siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

Senadoras Ponentes,
Dilian Francisca Toro Torres, Gloria Inés Rami-

����'&����*
�
����'������'������

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de 

noviembre año dos mil diez (2010).
En la presente fecha se autoriza la publicación en 

la Gaceta del Congreso, de la República, el informe 
de ponencia para segundo debate, texto propuesto 
�����	���������
����&����������������������
�������
comisión, en quince (15) folios, Proyecto de ley nú-
mero 258 de 2010 Senado, 035 de 2009 Cámara, 
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 
artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones. Autoría del proyecto de ley del hono-
rable Representante Carlos Enrique Soto Jaramillo.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

TEXTO DEFINITIVO (APROBADO EN SE-
SIÓN ORDINARIA DE LA COMISIÓN SÉP-
TIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE FECHA 
OCTUBRE 19 DE 2010, SEGÚN ACTA NÚMERO 
09) AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 258 DE 

2010 SENADO, 035 DE 2009 CÁMARA
por medio de la cual se adiciona el artículo 6º  
de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónase el artículo 6° de la Ley 3ª 
de 1991, el cual quedará así:

Artículo 6°. Establécese el Subsidio Familiar de 
Vivienda como un aporte estatal en dinero o en espe-

���������������������	������%����
����
������
������
objeto de facilitar el acceso a una solución de vivien-
da de interés social o interés prioritario, sin cargo de 
��	����
�����	��������������
����
������
������
���
las condiciones que establece esta ley.

La cuantía del subsidio será determinada por el 
Gobierno Nacional de acuerdo con los recursos dis-
����
��	����������������������	���
����������������&�
��	� 
����
����	� 	�
���
�����
�	� ��� ��	� 
����
��-
rios, en cuya postulación se dará un tratamiento pre-
ferente a las mujeres cabeza de familia de los estra-
tos más pobres de la población, a las trabajadoras del 
sector informal y a las madres comunitarias.

Parágrafo 1°.�$�	�
����
�����	�������
	�������-
miliar de Vivienda en cualquiera de sus modalida-
des, cuyas viviendas hayan sido o fueren afectadas 
por desastres naturales o accidentales, por la decla-
ratoria de calamidad pública o estado de emergencia, 
��������������	��������	��	����
�����������	���
���	�
y tramitados ante las autoridades competentes, ten-
drán derecho a postularse nuevamente, para acceder 
al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo con las 
condiciones que para el efecto establezca el Gobier-
no Nacional.

Parágrafo 2°. Los usuarios de los créditos de 
Vivienda de Interés Social o Interés Prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivien-
da de habitación como consecuencia de una dación 
en pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el pa-
rágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo, y trámite ante las 
autoridades competentes.
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Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido al sub-
sidio familiar de vivienda contemplado en el pará-
grafo 1 del presente artículo, podrán postularse para 
acceder al otorgamiento de un subsidio adicional, 
con destino al mejoramiento de la vivienda urbana o 
rural, equivalente al valor máximo establecido para 
cada modalidad, de conformidad con la reglamenta-
ción que expida el gobierno nacional dentro de los 
tres (3) meses siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

El anterior texto, conforme con lo dispuesto en el 
artículo 165 de la Ley 5ª de 1992.

Ponentes,
Dilian Francisca Toro Torres,  

Ponente Coordinadora;
4���
��7�!��'��&����'&����*
�
����'������'�������

Ponentes.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente del Senado de la Repú-
blica, del día diecinueve (19) de octubre de 2010, 
fue considerado el informe de ponencia para Pri-
mer Debate y el Texto Propuesto al Proyecto de 
ley número 258 de 2010 Senado, 035 de 2009 
Cámara, por medio de la cual se adiciona un pa-
rágrafo al artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se 
dictan otras disposiciones, presentado por los ho-
norables Senadores Ponentes, 4���
��7�!��'��&����
Ríos, Dilian Francisca Toro Torres y Liliana Ma-
�&��'������'�����.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5º del 
Acto Legislativo 01 de 2009, Votación Pública y No-
minal, se obtuvo la siguiente votación:

- Puesta a consideración la proposición con que 
termina el informe, esta fue aprobada con trece (13) 
votos a favor y ninguno en contra, sobre un total de 
catorce (14) Senadores integrantes de la Comisión. 
$�	� Q�����
��	� ��������	� ���� �������� ���������-
mente fueron %���������*�����4������:���������
%������ ;
�!����<����
�� ;��!�� =��
���� '�
�� ��
�-
�����4���&��'������>����
����;
�!����4�����4
�����
?������� ?������� �������� %������� @��
��� 4�����
?���
�
�� ��������� '��&���� '&��� 4���
�� 7�!��� '��-
����'������*
�
����?��&���B������?��&��4�
�������
Antonio, Tamayo Tamayo Fernando Eustacio, Toro 
Torres Dilian Francisca y Wilches Sarmiento Clau-
dia Janneth.

- Puesto a consideración la proposición de vota-
ción en bloque del articulado (con proposición mo-
���
���������������K���#��W|������ ��������������&�
���
����
����	������
��
��������
�
�����&������	������
la Comisión de que este proyecto tuviera segundo 
debate, se obtuvo su aprobación con doce (12) votos 
a favor y ninguno en contra, sobre un total de cator-
ce (14) Senadores integrantes de la Comisión. Los 
Q�����
��	���������	����������������������������
fueron %���������*�����4������:���������%������
;
�!����<����
��;��!��=��
����'�
����
������4��-
�&��'������>����
���� ;
�!����4�����4
�����@��
-
��� 4����� ?���
�
�� ��������� '��&���� '&��� 4���
��
7�!��� '������ '������ *
�
���� ?��&��� B������ ?��&��
Guillermo Antonio, Tamayo Tamayo Fernando Eus-

tacio, Toro Torres Dilian Francisca y Wilches 
Sarmiento Claudia Janneth. Las proposiciones de 
�����
�
����#���������	������	��	���������K���#��
2°, por las honorables Senadoras Gloria Inés Ra-
�&����'&����=
�
���H����
����>����>�������4
����
;
�!���� 4����� y Claudia Janneth Wilches Sar-
miento y la proposición del título fue presentada 
por las honorables Senadoras 4���
��7�!��'��&����
Ríos, Dilian Francisca Toro Torres y Liliana Ma-
�&��'������'�����. Ambas proposiciones reposan 
en el expediente.

- El título del Proyecto fue aprobado de la si-
guiente manera “por medio de la cual se adiciona 
el artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones”.

- Seguidamente fueron designados ponentes para 
Segundo Debate, en estrado, 4���
�� 7�!�� '��&����
Ríos, Dilian Francisca Toro Torres y Liliana María 
'������ '�����. Término reglamentario de quince 
(15) días calendario.

La relación completa del Primer Debate se halla 
consignada en el Acta número 09, de octubre dieci-
nueve (19) de 2010.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 8º, del 
Acto Legislativo número 001 de 2003 (último 
inciso del artículo 160 Constitución Política), el 
anuncio del Proyecto de ley número 258/10 Se-
nado y 035/09 Cámara, se hizo en la siguiente se-
sión: Miércoles 15 de septiembre de 2010, según 
Acta número 08.

Iniciativa: Honorable Representante Carlos Enri-
que Soto Jaramillo.

Publicación proyecto: Gaceta número 608 de 2009.
Publicación ponencias Cámara: Gacetas números 

744/09, 1035/09.
<�
��
�
�����������������������������>K������Ga-

ceta número 929/08.
Publicación ponencia para primer debate Senado: 

Gaceta número 644/2010.
Número de artículos proyecto original: Dos (2) 

artículos.
Número de artículos texto propuesto: Dos (02) 

artículos.
Número de artículos aprobados: Dos (02) artícu-

los.
Tiene Concepto del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público.
El Secretario,

Jesús María España Vergara.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los veintidós (22) días del mes de 
octubre año dos mil diez (2010).

En la presente fecha se autoriza la publicación en 
la Gaceta del Congreso de la República, el texto de-
�������������
����������>���	�����@������>��	����-
cional Permanente del Senado, en cuatro (4) folios, 
Proyecto de ley número 258 de 2010 Senado, 035 
de 2009 Cámara, por medio de la cual se adiciona 
el artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

54 DE 2010 SENADO
���� ��� ����� ��� 
���������� ��� '��!�� B��
���� "��� 

�����
�����������
�
��������������
������	�����������

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre 2010
Doctor
ARMANDO BENEDETTI
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Ref.: Informe de ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 54 de 2010 Senado.
Señor Presidente:
En cumplimiento de la designación que nos fue 

encomendada, presentamos el informe para segundo 
debate al Proyecto de ley número 54 de 2010 Se-
nado, por la cual se implementa el RETÉN SOCIAL, 
"���
�����
�����������
�
��������������
������	����-
rables y se dictan otras disposiciones, para lo cual 
nos permitimos hacer las siguientes consideraciones:

I. OBJETO DEL PROYECTO
El objeto del proyecto es establecer el RETÉN 

�_>='$�� ����� �����	� �������
��	�� �� ��� ��� �����-
tizarles la estabilidad laboral, materializando así los 
mandatos del Estado Social de Derecho que implica 
la búsqueda continua de la superación de las des-
igualdades y la protección de los menos favorecidos, 
que en el tema que nos ocupa es establecer con me-
ridiana claridad que los servidores públicos que se 
encuentran nombrados en provisionalidad y ostenten 
la calidad de madres y/o padres cabeza de familia, 
sin alternativa económica o posean discapacidad fí-
sica, mental, visual o auditiva, padezcan enfermedad 
con gran riesgo para su vida o con enfermedades de 
tipo terminal o estén amparados con fuero sindical, o 
laboren en zonas de difícil acceso o en zonas críticas 
de inseguridad, deben gozar de una protección espe-
cial en su estabilidad laboral, dentro de los términos 
que se establecen en la presente iniciativa legislativa.

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
MARCO CONSTITUCIONAL

“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e 
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�����
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
�
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�
���
��������������������������������
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���� ���
�������
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���������������	������������
�
����������"������
igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados.

��� ������� �����
���� �����
�������� �� �"�������
���������"��������������
�
���������
���� �&�
�����
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
���
������������
�����������������������������"���
contra ellas se cometan”. (Subraya fuera de texto).

La Constitución Política autoriza expresamente al 
Estado para tomar medidas en favor de “...aquellas 
personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancias de debilidad 
������	��***?�����
�������������	��������������	�
���-
dad de tratar en forma privilegiada a estas personas, 
a través de medidas de diferenciación positiva.

$��>�����Q��	���������������
�	����������������-
seguido a través de las medidas de diferenciación po-
sitiva es el de contrarrestar o si se quiere equilibrar, 
los efectos negativos que generan las discapacidades 
en punto a la participación de los discapacitados 
en las distintas actividades que se desarrollan en la  
sociedad.

La jurisprudencia ha destacado que la adopción 
de este tipo de medidas no puede desconocer otras 
causas de marginalidad que pueden acompañar una 
u otra limitación, de la misma manera que ellas no 
pueden en sí mismas resultar violatorias del derecho 
de igualdad ni imponerse a las personas con discapa-
cidad en violación de sus derechos.

En reconocimiento a esta política de protección 
de derechos el Gobierno Nacional expidió la Ley 
790 de 2002 que en su artículo 12 consagró:

ARTÍCULO 12. PROTECCIÓN ESPECIAL. De 
�������
�������� �����
��������
���"��������������
el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del 
servicio en el desarrollo del Programa de Renova-
�
���������<��
�
�����
���KQ��
���las madres cabe-
������ ���
�
���
����������
	��������
���� las perso-
���������
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����&�
������������	
����������
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	�, 
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������"�����������������������
�����������
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�������������
�����������	
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���������
��������
����������
���������
���
��������	������������!��
���
de tres (3) años contados a partir de la promulga-
�
����������������������

Así mismo, la Corte Constitucional se ha mani-
festado a través de su jurisprudencia, así:

Sentencia C-174 de 2004:
“…Como lo ha explicado la Corte en numerosas 
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-
das dirigidas a favorecer a determinadas personas 
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"�����������������
��������
����"��������
����������
���
������������������������������������
�����"���
ha sido discriminado, tengan una mayor represen-
���
��� *�� %����� ��� ����
����� "��� ���� �
����� ��-
�
������
��
����������������
���
���"����������������
o el sexo en principio resultan discriminatorios y si 
�
����������

�
�����"������������
��"��������������
���
�����������������
���������������������������
���
��������
�
�����������������������

�
����"�����������
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��������
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������ ��� �������
��� �
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����� �� �����������
�
���������������
����"��������������������

�������
��������
���"���������������
��������

���������-
terial y la vigencia de un orden justo a través, entre 
�������������������
�����������
	���"�������������-
�����������������������
���
�
���
������"��������
���
������� ������
������ 
������ ���
������ �� ��� 	��� "���
�������������
������������"����������������"�������
�������
�
���������
����&�
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���������
���������
���������
�
�������
������

>��� �	��	� �

����	� ���������	� �� ��#����
��
����
positiva, se logran realizar los mandatos superiores 
que ordenan promover las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva, así como proteger espe-
cialmente aquellas personas que se encuentran en cir-

��	���
��������
�������������	��������
����}\�>*<*�*

En relación con dicha integración laboral de las 
personas con limitaciones físicas, cabe recordar en 
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particular que en el Convenio 159 de la OIT apro-
bado por la Ley 82 de 1988 que fue a su vez regla-
���������������"�
�����W}������}����	���������
��-
ros parámetros para orientar la acción del Estado en 
esta materia.

Así el artículo 1° de dicho convenio establece que:
“Artículo 1°.
1. A los efectos del presente Convenio, se entiende 

por “persona 
�	��
��#�����������������������
�
�
-
dades de obtener y conservar un empleo adecuado y 
���
�������������
����"�������������
������������-
�
�����������������������
���
���������������&�
�����
mental debidamente reconocida.

2. A los efectos del presente Convenio, todo 
?
������ ������� ����
������ "��� ��� ����
���� ��� ���
���������
��� ������
����� ��� ��� ��� ����
�
�� "��� ���
persona inválida obtenga y conserve un empleo ade-
�����������
������������
�������"������������	����&�
���
���
���
����������
���
���
����������������������
la sociedad. (Negrilla fuera del texto).

En lo atinente a los prepensionados, debemos ma-
nifestar que el gobierno nacional expidió el Decreto 
número 3905 de 2009 “Por el cual se reglamenta la 
Ley 909 de 2004 y se dictan normas en materia de 
>�������'�����	�������?��
�������������������������	�
provisionales que cumplan dos condiciones: que su 
nombramiento fuera efectuado antes del 24 de sep-
tiembre de 2004 y que le falten tres años para causar 
el derecho de pensión de jubilación a la fecha de ex-
pedición del mencionado decreto.

El citado Decreto 3905 de 2009, ha dejado des-
protegido a un importante grupo de personas que no 
cumplen con las dos condiciones antes citadas, lo que 
hace necesario adecuar la calidad de prepensionado 
a los pronunciamientos de la Corte Constitucional.

En Sentencia T-128 de 2009, en lo concerniente a 
la noción de preprensionado señala: “(…) tomando 
���
��	�����
������	������
�
����	��������
���	����
la Ley 812 de 2003, recientemente la Corte en sen-
tencia T-338 de 2008, al momento de examinar un 
caso muy similar al analizado, por cuanto se alegaba 
asimismo el derecho a la aplicación del retén social 
a favor de un prepensionado de la ESE Rafael Uribe 
Uribe, manifestó lo siguiente:

“B
��
�������
�����������
��������������
���������
��


������ ���*���XYZ����[ZZ[�� ����
������������-
ta aplicable, en los términos previstos en esta, por 
��������������������
����
���������
���������������
���*���\][����[ZZ^���������������"����
���������
����
���
����� ��� ������� "��� ��� "��� ������ ��� ��

�������
���������
����������������������
�����������
������
��"�
�
�������������
������������"��������
	�������
������
�������������������������
���
����������
��-
����������	��
������������
�
�����
����Q��
�������
orden nacional.

(...)
Por lo tanto para evitar un trato diferenciado e 
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�����������!��
����������*���
XYZ����[ZZ[������������[X�����
�
���������[ZZ_����
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k� ���� �����
����� ���� ������
��
���� ����
����������"������� �
"�
���
���������������
���������
las cuales laboraron se produjeron con posteriori-
�������[X�����
�
���������[ZZ_������"���`

k��������
�������
������� �����
�
�������� ���� ��"�
�
����������
�������������
���������"������������������
�����
����

�����
����������
���������	
����������� ���&�
�����
�-
criminatorios.

(…)
<�&��������
������������������
���������
��������

en el nuevo contexto jurídico, debe formularse en re-
���
�����������!��
�������
"�
���
�������������������
������� ���� ���
����� ��� ����	��
��� ��� ��� ���
�
�-
����
����Q��
����K�����������������
��������������-
�
��������"��������������������
����������
�������
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�����!��
�������
"�
���
����������������������������
��������"����������
���������������������
"�
��������
extinga su personalidad jurídica.

*������
�
����������������
���
�����������������
�������� �������
������	�������������������
��������
cada caso particular y concreto con base en criterios 
����������
�
����������"���������������
���������
��-
�����"�
����������������������������� �������������
clara expectativa de causar el derecho pensional”.

Debemos advertir, que la protección constitucio-
nal a grupos vulnerables vinculados laboralmente, se 
hace extensiva a aquellos que se encuentran en situa-
ción de debilidad, por ejemplo, los que sufren una 
grave afectación de su situación de salud. En efecto, 
en la Sentencia T-198 de 2006, la Corte precisó:

“<"������� �������������"���������������
��
��-
�
���������������������������������������������������
contrato laboral, deben ser consideradas como per-
������"��� ��� �������������� �
����
���������
�
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���
��������������������������������������������
!��
�������� ��� �������� �����
�
���� �������� �����������
���� ������
���
��� 
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������� ���%����
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����*��
�������
�����
�����������������������������������-
trarse la persona dentro de la categoría protegida, 
consagrando las medidas de defensa previstas en 
la ley. Por su parte, el amparo constitucional de las 
��������� ��� �
���������
�� ��� ���
�
���� ���
������
����
��� ��� ����� ��� ������� 
����
����� �� ��������� ���
conjunto más o menos amplio y variado de elemen-
tos fácticos para deducir la ocurrencia de tal cir-
��������
�� �� ��� ��� ��� ����
�� ���
��� ��� ���
�
���
����� �����
��� ��� �������� ������������ ����������
o restablecerlo cuando hubiera sido vulnerado. En 
�����
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el desempeño de sus labores en las condiciones re-
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Ahora bien, la Corte llama la atención sobre el he-
cho de que el artículo 25 Constitucional debe inter-
pretarse en concordancia con el artículo 13 Superior 
pues la protección del trabajo en condiciones dignas 
y justas a que este alude comporta necesariamente 
para el caso de las personas con algún tipo de disca-
pacidad el respeto de la estabilidad laboral reforzada 
que de manera reiterada se ha hecho referencia por la 
jurisprudencia de esta Corporación y que se basa en 
el mandato de protección especial que este contiene.

Este trato diferencial lo establece la legislación 
y la jurisprudencia en el entendido de proteger a las 
personas con discapacidad y a las madres y por ex-
tensión Jurisprudencial a los padres que se encuen-
tran en iguales condiciones.
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En este caso los ������������������
�������������-
nores, cuyos derechos tienen prevalencia sobre los 
���������������������&�����qq���� ���%����
���
����
Es decir, conforme a lo expuesto, no se protege en 
�
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�������������"�������������
������%����������
mujer por ser mujer, ni al hombre por ser tal sino, 
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los niños, conforme a lo preceptuado, se repite, por 
������&�����qq�������%����
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���� ���
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Este proyecto de ley tiene por objeto a través de 
acciones positivas, aplicar el principio de estabili-
dad laboral, concepto que ha sido entendido como 
la garantía de que existan justas causas para dar por 
terminada la relación laboral; en tal sentido la Corte 
>��	����
������ 	�� Q�� ������
����� ����� ������� ����
con dicho principio se pretende:

“���
�����"���������������
�������������������
�&�
�������������
������"������	&�����������������-
traído no se romperá de manera abrupta y sorpresi-
	�������������"���������!������������������������-
��������������������������������!������
�
������"���
permiten su propio sustento y el de su familia, por la 
���
�
������
����
�������������”.

Nos referiremos a los trabajadores aforados, in-
dicando que el fuero sindical ha suscitado un amplio 
tratamiento normativo internacional por considerar-
se que “la protección que se brinda a los trabajadores 
y a los dirigentes sindicales contra los actos de dis-
criminación antisindical es un elemento esencial del 
derecho de sindicación...”. (Cfr. Libertad Sindical y 
^���
��
����>���
����*����%���_�
����=������
������
del Trabajo, 1994, p. 100).

De ahí que las violaciones de la libertad sindical 
no deban considerarse de igual grado que cualquier 
otro menoscabo laboral, sino de protección supe-
rior, en tanto constituye un derecho fundamental; 
respecto a esto, recordemos que el derecho de sin-
dicación está consagrado en nuestro ordenamiento 
constitucional en el artículo 39 de la vigente Carta  
Política.

La Resolución de México sobre la Protección del 
Derecho de Sindicación y de Negociación Colectiva 
(adoptada en 1946 por la Tercera Conferencia de los 
Estados de América, miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo) propugna: “Toda vez que 
la libertad sindical del trabajador individualmente 
considerado puede peligrar por las medidas de dis-
criminación dirigidas contra él en el momento de su 
contratación para el trabajo o durante el término de 
su empleo, la legislación debería prohibir cualquier 
acto del empleador o de sus agentes que tenga por 
objeto: ... ocasionar perjuicios o molestar de cual-
quier modo a sus trabajadores por el hecho de ser 
miembro, agente o dirigente de un sindicato deter-
minado; despedir a un trabajador por el único motivo 
de ser miembro, agente o dirigente de un sindicato 
determinado;...”.

Por su parte, el Convenio sobre el Derecho de 
Sindicación y de Negociación Colectiva (adoptado 
en 1949 por la Organización Internacional del Tra-

�������������
����
����>��������^�����������	���
“Los trabajadores deberán gozar de una adecuada 
protección contra todo acto de discriminación ten-
diente a menoscabar la libertad sindical en relación 

con su empleo”. Y, agrega: “Dicha protección deberá 
ejercerse especialmente contra todo acto que tenga 
por objeto... despedir a un trabajador o perjudicarle 
���
��������������#�������
��	�����	�������
����	����-
cal o de su participación en actividades sindicales...”. 
(Artículo 1°).

Asimismo, la Recomendación sobre Terminación 
de la Relación de Trabajo (adoptada en 1963 por la 
_�����%�
����=������
�������������
�������������
�-
da como Recomendación Nº 119) estipula: “Entre las 
��%���	����������
������
��	�����������
��	����	���-

�������������������
��������������
����������
�����-
guran las siguientes: ... ser candidato a representante 
de los trabajadores o actuar o haber actuado en dicha 
calidad...” (Artículo 3°).

El Convenio sobre los Representantes de los Tra-
bajadores (adoptado en 1971 por la Organización 
=������
�������������
�������������
����
����>��-
venio Nº 135), a la letra, dice: “Los representantes de 
los trabajadores en la empresa deberían gozar de pro-
��

������
�%�
������������
��������������������
��-
los, incluido el despido por razón de su condición de 
representantes de los trabajadores, de sus actividades 

��������	�����	�������
�������	����
����������	�����-
ticipación en la actividad sindical...”. (Artículo 1°).

Este breve íter nos muestra el “modelo de fuero 
sindical amplio”. Las medidas aquí adoptadas, en 
relación a aquellos trabajadores que desempeñan ac-
tividad sindical, radica en que estos (para poder ejer-
cer precisamente sus actividades sindicales en plena 
independencia) deben estar seguros de no padecer 
futuros perjuicios, a consecuencia de su mandato 
sindical.

Resulta conveniente aludir a una situación que 
plantea problemas particulares: el despido por mo-
tivos económicos, supuesto que es muchas veces 
utilizado dolosamente por los empleadores para des-
pedir generalmente a los dirigentes sindicales. Pues 
bien, la Recomendación sobre los Representantes de 
los Trabajadores (adoptada en 1971 por la Organi-
%�
����=������
�������������
������������
����
����
Recomendación Nº 143) ha normado esta práctica 
viciosa al “reconocer la prioridad que ha de darse a 
los representantes de los trabajadores respecto de su 
continuación en el empleo en caso de reducción del 
personal”.

Con este proyecto no se atenta contra la consti-
tucionalidad, ni contra los principios de la Carrera 
Administrativa, sino de reconocer los derechos que 
tienen las personas que se encuentran en estado de 
vulnerabilidad, siendo necesario que el Estado brin-
de una protección especial a estas personas, evitando 
una problemática social que se generaría en varios 
hogares colombianos al quedar sin el trabajo que 
les permitiera la remuneración constante con la cual 
brindan el sustento a sus familias.

El retén social es una protección laboral reforzada 
mediante la cual no podrán ser retirados del servicio 
en aplicación del Programa de Renovación de la Ad-
ministración Pública, quienes cumplan alguna de las 
siguientes condiciones:

��Ser Madre o Padre cabeza de familia sin alterna-
tiva económica.

�Estar en condición de discapacidad física men-
tal, visual o auditiva.

�� ��#���� ��#�������� ���� ��������� ������������
continuo, con gran riesgo de la pérdida de la vida o 
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de tipo Terminal, quienes mantendrán su vinculación 
laboral hasta la culminación del tratamiento respec-
tivo o la muerte.

��Estar próximo a pensionarse, esto es que le fal-
ten tres años o menos para acceder al derecho a la 
pensión.

��Encontrarse laborando en zonas de difícil acce-
so y/o en situación crítica de inseguridad.

3. PROPOSICIÓN FINAL
Solicitamos a la Honorable Plenaria de Senado 

dé Segundo Debate al Proyecto de ley número 54 
de 2010 Senado, por la cual se implementa el RE-
>z{�B@%7<*��"���
�����
�����������
�
������������
a grupos vulnerables y se dictan otras disposicio-
nes, conforme al articulado propuesto a continua-
ción que fue el aprobado en la Comisión Séptima 
del Senado.

Atentamente,
Dilian Francisca Toro Torres,  

��
�����=��
����'�
��
Senadores de la República.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de 

noviembre del año dos mil diez (2010).
En la presente fecha se autoriza la publicación 

en la Gaceta del Congreso, de la República, el 
Informe de Ponencia para Segundo debate, Texto 
<�����	������������������
����&�������"���������
aprobado en comisión, en catorce (14) folios, al 
Proyecto de ley número 54 de 2010 Senado, por 
la cual se implementa el RETÉN SOCIAL, "���

�����
��� ��� �����
�
���� �������� �� 
������ 	����-
rables y se dictan otras disposiciones. Autoría del 
Proyecto de Ley de la Honorable Senadora Dilian 
Francisca Torro Torres.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

54 DE 2010 SENADO
por la cual se implementa el retén social, "���
����-
�
�����������
�
��������������
������	����������������

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. <�
�
����������

�
��������&�����_[<�

a la Ley 909 de 2004.
Retén Social. Los servidores públicos que a la 

entrada en vigencia de la presente ley, se encuen-
tren nombrados en provisionalidad dentro de las 
entidades u organismos a los cuales se les aplica el 
	�	��������
�������������������	�	�	����	��	��
��
�	�
y especiales, no podrán ser separados de su cargo, 
salvo por las causales contenidas en la respectiva 
ley de carrera, si cumplen alguna de las siguientes 
condiciones:

a) Ser Madre o Padre cabeza de familia sin alter-
nativa económica.

b) Estar en condición de discapacidad física men-
tal, visual o auditiva.

c) Sufrir enfermedad que implique tratamiento 
continuo, con gran riesgo de la pérdida de la vida o 
de tipo terminal, quienes mantendrán su vinculación 

laboral hasta la culminación del tratamiento respec-
tivo o la muerte.

d) Estar próximo a pensionarse, esto es que le fal-
ten tres años o menos para acceder al derecho a la 
pensión.

e) Encontrarse laborando en zonas de difícil acce-
so y/o en situación crítica de inseguridad.

Artículo 2°. Para efectos de aplicación de la pre-
sente ley se entenderán como zonas de difícil acceso 
y zonas en situación crítica de inseguridad:

Zonas de difícil acceso: Son aquellas que por 
	�	� 
���
����	��
�	� �����K�
�	�� ���
���
��� ��� ���	�
y medios de transporte, exigen un esfuerzo físico o 
económico fuera de lo ordinario, para permanencia o 
movilización del servidor público.

Zonas en situación crítica de inseguridad: Son 
aquellas donde se presenta alteración del orden pú-
blico que afecta el normal desarrollo de las activida-
des laborales.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Dilian Francisca Toro Torres,  
��
�����=��
����'�
��

Senadores de la República.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de 
noviembre año dos mil diez (2010).

En la presente fecha se autoriza la publicación en 
la Gaceta del Congreso, de la República, el Informe 
de Ponencia para Segundo debate, Texto Propuesto 
���������������
����&�������"�������������
�������
comisión, en catorce (14) folios, al Proyecto de ley 
número 54 de 2010 Senado, por la cual se imple-
menta el retén social, "���
�����
��� ��������
�
����
laboral a grupos vulnerables y se dictan otras dispo-
siciones. Autoría del Proyecto de ley de la Honorable 
Senadora Dilian Francisca Torro Torres.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

TEXTO DEFINITIVO (APROBADO EN SE-
SIÓN ORDINARIA DE LA COMISIÓN SÉPTI-
MA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL 
SENADO DE LA REPÚBLICA DE FECHA OC-
TUBRE 19 DE 2010, SEGÚN ACTA NÚMERO 
09) AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 54 DE 

2010 SENADO
por la cual se implementa el retén social, "���
�-

����
�����������
�
��������������
������	�����������
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. <�
�
����������

�
��������&�����_[<�
a la Ley 909 de 2004.

Retén Social. Los servidores públicos que a la 
entrada en vigencia de la presente ley se encuentren 
nombrados en provisionalidad dentro de las entida-
des u organismos a los cuales se les aplica el sis-
��������
����������������� ��	�	�	����	��	��
��
�	�
y especiales, no podrán ser separados de su cargo, 
salvo por las causales contenidas en la respectiva 
ley de carrera, si cumplen alguna de las siguientes 
condiciones:
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a) Ser Madre o Padre cabeza de familia sin alter-
nativa económica.

b) Estar en condición de discapacidad física, 
mental, visual o auditiva.

c) Sufrir enfermedad que implique tratamiento 
continuo, con gran riesgo de la pérdida de la vida o 
de tipo terminal, quienes mantendrán su vinculación 
laboral hasta la culminación del tratamiento respec-
tivo o la muerte.

d) Estar próximo a pensionarse, esto es, que le 
falten tres años o menos para acceder al derecho a 
la pensión.

e) Encontrarse laborando en zonas de difícil acce-
so y/o en situación crítica de inseguridad.

Artículo 2°. Para efectos de aplicación de la pre-
sente ley se entenderán como zonas de difícil acceso 
y zonas en situación crítica de inseguridad:

Zonas de difícil acceso: Son aquellas que por 
	�	� 
���
����	��
�	� �����K�
�	�� ���
���
��� ��� ���	�
y medios de transporte, exigen un esfuerzo físico o 
económico fuera de lo ordinario, para permanencia o 
movilización del servidor público.

Zonas en situación crítica de inseguridad: Son 
aquellas donde se presenta alteración del orden pú-
blico que afecta el normal desarrollo de las activida-
des laborales.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

El anterior texto, conforme en lo dispuesto en el 
artículo 165 de la Ley 5ª de 1992.

Dilian Francisca Toro Torres,  
��
�����=��
����'�
��

Senadores de la República.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente del Senado de la Repú-
blica, del día diecinueve (19) de octubre de 2010, fue 
considerado el informe de ponencia para Primer De-
bate y el Texto Propuesto al Proyecto de ley número 
54 de 2010 Senado, por la cual se implementa el 
retén social, "���
�����
�����������
�
��������������

������	�����������������
������������
����
�
����#, 
presentado por los honorables Senadores ponentes, 
Dilian Francisca Toro Torres y Edinson Delgado 
'�
�.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5º, del 
Acto Legislativo 01 de 2009, Votación Pública y No-
minal, se obtuvo la siguiente votación:

- Puesta a consideración la proposición con que 
termina el informe, esta fue aprobada con doce (12) 
votos a favor y ninguno en contra, sobre un total de 
catorce (14) Senadores integrantes de la Comisión. 
$�	� Q�����
��	� ��������	� ���� �������� ���������-
mente fueron :�����������:!��
���;��
����
!�����%��-
������� *����� 4������ :��������� %������ ;
�!����
<����
��;��!��=��
����'�
����
������4���&��'���-
��� >����
���� ;
�!���� 4����� 4
����� @��
��� 4�����
?���
�
�� ��������� '��&���� '&��� 4���
�� 7�!��� '��-
����'������*
�
����?��&���B������?��&��4�
�������
Antonio, Tamayo Tamayo Fernando Eustacio y Wil-
ches Sarmiento Claudia Janneth.

- Puesto a consideración la proposición de vo-
tación en bloque, del articulado (con excepción del 

literal e, del artículo primero, el cual fue excluido 
de votación y aprobación), el título del proyecto, 
tal como fue presentado en el informe de ponencia 
para primer debate y el deseo de la Comisión de que 
este proyecto tuviera segundo debate, se obtuvo su 
aprobación con doce (12) votos a favor y ninguno 
en contra, sobre un total de catorce (14) Senadores 
integrantes de la Comisión. Los honorables Senado-
��	����������������������������#������:�����������
:!��
��� ;��
�� ��
!����� %��������� *����� 4������
:��������� %������ ;
�!���� <����
�� ;��!�� =��
����
'�
����
������4���&��'������>����
����;
�!����4�-
����4
�����@��
���4�����?���
�
�����������'��&-
����'&���4���
��7�!���'������'������*
�
����?��&���
Santos Marin Guillermo Antonio, Tamayo Tamayo 
Fernando Eustacio y Wilches Sarmiento Claudia 
Janneth.

- El título del proyecto fue aprobado de la si-
guiente manera “por la cual se implementa el retén 
social, "���
�����
�����������
�
��������������
������
	�����������������
������������
����
�
����#.

- Seguidamente fueron designados ponentes para 
Segundo Debate, en estrado, Dilian Francisca Toro 
Torres y ��
�����=��
����'�
�. Término reglamen-
tario de quince (15) días calendario.

La relación completa del Primer Debate se halla 
consignada en el Acta número 09, de octubre dieci-
nueve (19) de 2010.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 8º, del 
Acto Legislativo número 001 de 2003 (último inci-
so del artículo 160 Constitución Política), el anuncio 
del Proyecto de ley número 258/10 Senado y 035/09 
Cámara, se hizo en las siguientes sesiones: Martes 7 
de septiembre 2010, Acta número 05. Martes 14 de 
septiembre de 2010, Acta número 07. Miércoles 15 
de septiembre de 2010, según Acta número 08.

Iniciativa: Honorables Senadores Dilian Francis-
���>����>�������*�
��%������<	���������>������� y 
el honorable Representante :!�����}�������������.

Publicación Proyecto: Gaceta número 467 de 
2010.

Publicación Ponencia para Primer Debate Sena-
do: Gaceta número 606 de 2010.

Número de Artículos Proyecto Original: Tres (03) 
artículos.

Número de Artículos Texto Propuesto: Tres (03) 
artículos.

Número de Artículos Aprobados: Tres (03) ar-
tículos.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veintidós (22) días del mes de 

octubre año dos mil diez (2010).
En la presente fecha se autoriza la publicación 

en la Gaceta del Congreso de la República, el Texto 
"��������������
����������>���	�����@������>��	-
titucional Permanente del Senado, en cuatro (4) fo-
lios, al Proyecto de ley número 54 de 2010 Senado, 
por la cual se implementa el retén social, "���
����-
�
�����������
�
��������������
������	����������������
dictan otras disposiciones.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.
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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 17 DE 2010 SENADO, 090 DE 2010 
CÁMARA

por la cual se adiciona el parágrafo del artículo 183 
��� ���%����
���
���K��&�
������%�����
�� (Primera 

Vuelta).
Honorables Senadores:
Por encargo que recibiera de la Presidencia de 

la Comisión Primera del Senado, rindo Ponencia 
para segundo debate al proyecto de ley cuyo títu-
lo encabeza este escrito, el cual pretende adicio-
nar el parágrafo del artículo 183 de la Constitución  
Nacional.

El proyecto de reforma constitucional fue presen-
tado por un amplio grupo de parlamentarios e inició 
su trámite legislativo en primera vuelta en la Comi-
sión de Asuntos Constitucionales de la Cámara de 
Representantes en septiembre de 2010. Su aproba-
ción se alcanzó el 29 de ese mismo mes y año. A su 
����������<��������������>K������������
��
��������-
caciones a su texto el 12 de octubre del año en curso. 
Recibido en el Senado de la República fue repartido 
a la Comisión Primera en donde se le dio primer de-
bate el día 24 de noviembre de 2010 siendo aprobado 
por una amplia mayoría y un solo voto en contra.

La columna vertebral del proyecto de acto legis-
lativo es su artículo primero. Ambiciona adicionar al 
parágrafo del artículo 183 superior un inciso cuyo 
texto establece que cuando los congresistas partici-
pen en el proceso legislativo constituyente no tendrá 
aplicación la causal primera en lo referente al régi-
�������
����
������������	�	*

El artículo 183 de la Carta Política trata de la pérdida 
de investidura de los congresistas y señala las causales 
que, eventualmente, la generan. La primera de ellas es 
la violación del régimen de inhabilidades e incompati-

�������	���������@���������
����
������������	�	*�"��
otro lado, al artículo 183 lo integra un parágrafo que 
establece una excepción a la aplicación de ciertas cau-
sales cuando medien las circunstancias señaladas en él. 
Es allí en donde los autores de este acto legislativo es-
peran incorporar un segundo inciso -que pasaría a ser el 
primero- para crear una excepción adicional a la pérdi-
da de investidura de un Congresista en el evento que se 
presenten las razones en él concebidas.

A juicio de este Ponente no es dable establecer 
impedimentos que guarden relación con textos cons-
titucionales.

Prevenir esta sanción cuandoquiera que un Con-
gresista se encuentre inmerso en un ocasional con-
��
��� ��� ������	�	� ��
���� ��� ��� ��������
���� ��� ���
proceso legislativo constituyente, es saludable toda 
vez que con su actuar el Congresista participa en la 
tarea de estructurar la norma de mayor jerarquía y es 
de su esencia la carencia de cualquier tipo de inte-
rés. La norma Constitucional, como ley fundamental 
��� ��� /	����� 	�
������� ���� ��	� ������	� &� �	��
��
��
las relaciones entre los poderes públicos, garantiza a 
los asociados sus derechos, regula las relaciones de 
los hombres con el propio poder estatal y establece 
los preceptos a que debe ajustarse la creación de le-
yes. Frente al contenido constitucional, en el sentido 
material del que hablara Kelsen, es necio pensar que 
������Q�
���
����
������������	�	�����������������-
cipa en su expedición. La Constitución en su sentido 
material contiene el proceso de creación de las nor-
mas jurídicas generales, las normas referentes a los 

órganos del Estado y sus competencias, y las relacio-
nes de los hombres con el control estatal.

La jurisprudencia, por su parte, ha hecho claridad so-

�����	�
���
����	��
�	���������������
����
������������	�	*�
Sin embargo, en el caso en que se discutan y voten Ac-
tos Legislativos la posición que han adoptado las Cortes 
����
����	���
��&����������
���������
����
������������	�	�
cuando se discuten y votan actos legislativos debido a 
que ellos se limitan a declarar valores, principios y dere-
chos de carácter absolutamente generales y a establecer 
regulaciones fundamentales sobre la organización y fun-
cionamiento del Estado. Son temas generales frente a los 
cuales difícilmente podría predicarse un interés particu-
���*�>���������	��	������
����
������������	�	�	�������
��
cuando la materia regulada en la norma que se estudia 
y/o vota tiene relación directa con un interés particular 
del Congresista al punto de que este último pierde su im-
parcialidad y objetividad frente a la norma.

Tal cual lo hizo en el texto de ponencia para primer 
debate en la Comisión Primera del Senado, el Ponente 
transcribe el aparte más destacado que sobre el tema 
contiene la Sentencia C-1040 de 2005 de la Corte 
Constitucional. Dicho texto fue, también, citado en la 
Ponencia para segundo debate en la Cámara de Re-
presentantes debido a su precisión conceptual y dice:

$*����
���
����������"��������������������
����
-
����������������
������������~
�������
�������������
motivo del trámite de una reforma constitucional; es-
�����
�����Q�
�����������������������������������-
����
���������� ����"����������������������������-
trada la existencia de un interés privado concurrente 
�����������������
����������%��
������%����������-
gla general las reformas constitucionales afectan por 
igual a todos los colombianos, independientemente de 
�������
�
����������������������
������
�������"�����-
gún congresista se encuentre particularmente privile-


������������
�������������������

����
	�����"��������
����
��������!���������
"���������~
�������
����������
No se deben confundir, de un lado, los intereses polí-
ticos -inevitables en el ámbito parlamentario y sobre 
������������������������������������%����
���
��������
cuales pueden concurrir con los intereses generales, 
con los denominados intereses meramente privados 
"�������������������&������������
������������
��������
���~
���� ��� 
��������� ������� ����� ���� 
��������� ���-
���
��������
������������ ���
���
������ ���� 
���������
meramente personales y subjetivos de orden no polí-
�
�����=�����
�
����"�������
������������&�
��������	���
o en contra de una reforma constitucional inhiben a 
�������
���
������������
�
��������������
���
������-
chas normas de la Carta se tornarían irreformables o 
pétreas, como por ejemplo todas las normas sobre el 
Congreso de la República, las elecciones, los parti-
�������������
������������
��
��������������
�
���������
���
����������
���
����#�

Algunos miembros de la Comisión Primera del 
Senado formularon, sin embargo, sus reparos frente 
����������
�
����������������������&�
�������	�����*�
Entre otras razones, la forma de redacción de la juris-
������
���
�����������
��	��
����

����������	�������
��������	��������������
�	������
����
������������-
ses para el Congresista que participe en la discusión 
y votación de proyectos de reforma constitucional. 
Para el Senador Vélez Uribe, la probable reforma 
de algunos artículos superiores entre los cuales 
menciona a manera de ejemplo el 126, 127, inci-
sos 1° y 2°, 129 y 172 podría ocasionar al Congre-
sista que participe en dicha reforma, siempre que 



GACETA DEL CONGRESO  1.000  Miércoles 1° de diciembre de 2010 Página 13

tenga intereses concretos en los temas que ellos 
tratan, la pérdida de la investidura de Senador o de 
k����	�������*�'������� 
���� ��� ������ ��� >�����
Constitucional en la jurisprudencia citada, que “la 
regla general es que no cabe plantear impedimen-
��	� �� ��
�	�
����	� ���� 
����
��� ��� ������	�	� 
���
motivo del trámite de una reforma constitucional” 
lleva a concluir a los Senadores Avellaneda y Vé-
lez Uribe que en otros casos sí puede generarse 

����
��� ��� ������	�	� 
������ 	�� ������ ��� ����
���
reformas a la Carta Política y proponen redactar 
un nuevo proyecto de Acto Legislativo exceptivo 
que contemple estas eventualidades y dé seguri-
dad a los Legisladores que participan en el trámite 
de las reformas a la Constitución.

Para quien este informe de ponencia rinde ese 
���	�����
����
������������	�	�	�����	���	�
����������
constitución exageradamente reglamentarista que 
llegara a contemplar y regular intereses particulares. 
Además, para el suscrito el Congreso, con su poder 
delegatario puede reformar la Carta Política en cual-
quiera de sus títulos con excepción de los preceptos 
que la Corte constitucional ha denominado “bloque 
de constitucionalidad” y el proyecto en discusión en 
nada los afecta. Por ello, es claro que su aprobación 
es perfectamente jurídica y no maltrata presuntos im-
pedimentos de algunos Senadores.

Estima, también, el Ponente que la especialidad in-
trínseca de la norma constitucional hace necesario un 
tratamiento igualmente especial en todo aquello que 
tiene relación directa con la norma misma, incluido el 
proceso de su formación. La expedición o la reforma de 
un precepto superior no puede involucrar intereses par-
ticulares puesto que su carácter general y abstracto im-
����������	�
����������
����
��	������
�����	�����
��	*

'Q����
���������@���������
����
������������	�	�&�
el de inhabilidades e incompatibilidades de los con-
gresistas, contemplado en la causal primera del artí-
culo 183 de la Carta Política, se creó a partir de la 
Constitución de 1991 con el propósito de garantizar la 
transparencia de la función parlamentaria y legislativa 
y garantizar que la actuación de los Congresistas pro-
tegieran el interés general evitando los excesos y abu-
	�	���������*�/��
����
�����������@	�	�����	������
�
���
frente a la norma de menor jerarquía en razón a que la 
materia regulada puede favorecer de manera directa 
���
�����	�	��*�/�������
�	������������	��
�����������
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Por las razones anteriores, el Ponente se permi-
te proponer a la Plenaria del Senado, “dese segun-
do debate al Proyecto de Acto Legislativo número 
17 de 2010 Senado, 090 de 2010 Cámara, por la 
cual se adiciona el parágrafo del artículo 183 de la 
%����
���
���K��&�
������%�����
�. (primera vuelta), 
conforme al texto aprobado por la Comisión Primera 
del Senado de la República.

De la Plenaria,
Roberto Gerléin Echeverría.

Se autoriza la publicación del presente informe.
El Presidente.

�����������&"����?����
El Secretario,

4�
�������*����4
������4
��
TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLCA AL PROYECTO DE ACTO LE-
GISLATIVO NÚMERO 017 DE 2010 SENADO, 

090 DE 2010 CÁMARA
por la cual se adiciona el parágrafo del artículo 183 
��� ���%����
���
���K��&�
������%�����
��� `K�
�����

vuelta)
El Congreso de Colombia

DERETA:
Artículo 1°. Adiciónese el parágrafo del artículo 

183 de la Constitución Política, con el siguiente inci-
so que será el primero:

*���������]������������
�������!

����������~
����
��� 
������������ ����������
���
���������� ����%��-
gresistas participen en el proceso legislativo cons-
tituyente.

Artículo 4°. El presente acto legislativo rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado el Pro-
yecto de Acto Legislativo número 017 de 2010 Se-
nado, 090 de 2010 Cámara, por la cual se adiciona 
�������
������������&�����]\^�������%����
���
���K�-
lítica de Colombia, (primera vuelta), como consta en 
la sesión del día 24 de noviembre de 2010 - Acta 
número 29, en el texto aprobado en la plenaria de la 
Cámara de Representantes.

El Presidente,
�����������&"����?����

Honorable Senador.
El Secretario,

4�
�������*����4
������4
��

INFORME SOBRE LA OBJECIÓN PRESIDENCIAL
INFORME SOBRE LA OBJECIÓN PRESI-
DENCIAL AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
263 DE 2009 CÁMARA, 08 DE 2009 SENADO

���� ��� ����� ���{��
�����������K���
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-
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��� ��
����� 
��������� ����
Sanatorio de Agua de Dios en Cundinamarca y del 
B������
�����%��������
������B���������������
�����

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre 29 de 2010
Doctor
ARMANDO BENEDETTI
Presidente
Honorable Senado de la República

Doctor
CARLOS ALBERTO ZULUAGA DÍAZ
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
Bogotá
Referencia: Informe de objeciones presidencia-

les al Proyecto de ley número 008 de 2009 Senado, 
263 de 2009 Cámara, ������������������
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tan otras disposiciones.
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Respetados señores Presidentes:
Dando cumplimiento a la designación hecha por 

las Mesas Directivas del Senado de la República y la 
Cámara de Representantes, en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 167 de la Constitución Na-
cional y 199 de la Ley 5ª de 1992, de manera atenta 
nos permitimos rendir el presente informe de obje-
ciones Presidenciales por inconstitucionalidad, en 
los siguientes términos:

I. ANTECEDENTES DEL TRÁMITE EN  
EL SENADO Y EN LA CÁMARA  

DE REPRESENTANTES
El proyecto de ley inició su trámite en el honora-

ble Senado de la República, radicado bajo el núme-
ro 008 de 2008 Senado, cuya autoría pertenece a la 
honorable Senadora Nancy Patricia Gutiérrez Casta-
ñeda, fue publicado en la Gaceta 586 de 2009. Fue 
considerado y aprobado en la Comisión Segunda del 
Senado de la República el día 28 de octubre de 2009 
y en sesión plenaria del Senado de la República el 
día 14 de diciembre de 2009.

El trámite en la honorable Cámara de Represen-
tantes con el número 263/09 Cámara inició en la Co-
misión Segunda de esta corporación, donde fue con-
siderado y aprobado el texto del proyecto el día 18 de 
mayo de 2010. En la plenaria de esta corporación, fue 
aprobado el texto el día 28 de septiembre de 2010.

Durante el trámite en el Senado de la República 
la ponente fue la honorable Senadora Nancy Patricia 
Gutiérrez Castañeda. Durante el trámite en la Cá-
mara de Representantes, el ponente fue el honorable 
Representante Luis Felipe Barrios.

Fue aprobada conciliación en Senado y Cámara 
de Representantes, acogiéndose el texto de la Cáma-
ra de Representantes.

El proyecto de ley se remitió para su respectiva 
sanción presidencial el día 13 de octubre de 2010 y 
fue devuelto por el Gobierno Nacional mediante mi-
siva fechada 22 de octubre de 2010 con su respectiva 
objeción, encontrándose de esta manera dentro del 
término previsto para hacerlo, de conformidad con 
lo previsto por los artículos 166 de la Constitución 
Nacional y 198 de la Ley 5ª de 1992, que para el caso 
que nos ocupa, es de seis (6) días.

II. OBJECIONES PRESIDENCIALES  
AL PROYECTO DE LEY APROBADO

El Gobierno Nacional a través de misiva radicada 
en la Presidencia del honorable Senado de la República 
el 22 de octubre de 2010, manifestó que devolvía sin la 
correspondiente sanción ejecutiva el proyecto de ley de 
la referencia, por razones de inconstitucionalidad, que 
pueden ser sintetizadas de la siguiente manera:

El Gobierno Nacional objetó por inconstitucio-
nal la expresión $
����
��������# contenida en el 
artículo 6° del proyecto de ley de la referencia, por 
desconocer el inciso 1° del artículo 29 de la Consti-
tución Política, que consagra el derecho fundamental 
al debido proceso, así como el artículo 58 superior, 
relativo a la garantía constitucional de los derechos 
adquiridos con justo título.

������	������+�
��������������#�
�������
��#��-
midad con el texto de ese artículo 6°, los inmuebles 
objeto del proyecto de ley, los cuales en el artículo 
1° se declaran patrimonio histórico y cultural de la 
nación, $��������������������������������
�������#. 
Por tal razón, el artículo 6° establece que esos bie-
nes deben ser restituidos inmediatamente a su único 

dueño, es decir, el sanatorio de Agua de Dios (Cundi-
namarca) y/o sanatorio de Contratación (Santander).

Señala el Gobierno que una decisión como la pre-
vista en aquel artículo, sin hacer referencia a actua-

���� ������	�������� �� ����
���� �������� 	�����
�� ����
se debe proceder a la restitución APENAS COBRE 
VIGENCIA LA LEY, sin perjuicio de los derechos 
adquiridos que pueda tener alguna persona sobre 
esos inmuebles, y que por supuesto debería el mismo 
gobierno salir a subsanar de conformidad con la nor-
mativa vigente.

En este orden de ideas, la ausencia de regulación 
de un procedimiento administrativo o judicial, o la re-
misión a otro legalmente establecido con anterioridad, 
dentro del cual los mencionados tenedores puedan 
hacer valer sus derechos, constituye una omisión le-
gislativa relativa que vicia de inconstitucionalidad la 
norma, pues no se ha incluido dentro de ella un ingre-
diente normativo vital para asegurar la efectividad del 
derecho al debido proceso de dichos tenedores.

A más de lo anterior, indica el Gobierno que esta 
omisión legislativa vulnera de contera otros dere-
chos adquiridos que pueden estar en cabeza de los 
tenedores legítimos de los bienes objeto del proyecto 
de ley, los cuales gozan de la protección constitu-
cional recogida en el artículo 58 de la Constitución 
Política, y respecto de los cuales el proyecto de ley 
no contempla tampoco mecanismo alguno de reco-
nocimiento o indemnización (entre otros el derecho 
a la propiedad privada).

Llama la atención el Gobierno, en cuanto a la nor-
matividad vigente en materia de mecanismos admi-
nistrativos para surtir la declaratoria de un bien como 
de interés cultural, acerca de la existencia de las Le-
yes 397 de 1997 y 1185 de 2008, normas que no han 
sido tenidas en cuenta en la preparación de este pro-
yecto de ley, a efectos de ser aunque sea enunciadas 
	�������������
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en la cual procederá la restitución de los bienes.

Finalmente estima el Gobierno que la expresión 
objetada por inconstitucional, al no prever un debido 
proceso para la restitución de los inmuebles objeto de 
la ley, de contera vulnera el artículo 67 superior, rela-
tivo al derecho a la educación, pues en algunos de los 
bienes inmuebles que particularmente se ordena resti-
tuir inmediatamente en el proyecto de ley, funcionan 
instituciones educativas que actualmente satisfacen 
ese derecho en cabeza de sus alumnos. La restitución 
inmediata, estando en curso el año lectivo, afecta el 
derecho a la educación de dichos estudiantes.

En conclusión, no encuentra el Gobierno oposición 
Constitucional a que el Congreso declare unos bienes 
como patrimonio histórico y cultural de la nación, o que 
ordene que pasen a manos de entidades públicas quie-
nes detentarán su exclusiva tenencia. Empero, al hacerlo, 
debe prever los mecanismos para respetar los eventuales 
derechos adquiridos de terceros, para lo cual es necesario 
también someter tal transferencia de tenencia a un pro-
ceso administrativo o judicial que permita ejercer las ga-
rantías implícitas en el concepto de debido proceso.

III. CONSIDERACIONES ACERCA  
DE LAS OBJECIONES PRESIDENCIALES
Sea lo primero manifestar al respecto del informe 

de objeciones presidenciales, que el mismo no versa 
sobre el objetivo perseguido por el proyecto de ley 
bajo estudio, sino sobre los términos respecto de los 
cuales se debe llevar a cabo la restitución de los bie-
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nes cobijados con la declaración de patrimonio his-
tórico y cultural de la nación, en este orden de ideas, 
el presente análisis versará única y exclusivamente 
sobre ese punto, sin hacer relación a ningún otro tó-
pico de discusión acerca de la iniciativa.

En primer lugar resulta imperioso establecer el 
sentido en el cual la Constitución y la ley han preten-
dido proteger el patrimonio histórico y cultural de la 
nación. Para el efecto el artículo 72 de la Constitución 
Política indica que el patrimonio cultural de la Nación 
será potestad estatal. Así mismo se indicó que estos 
bienes son imprescriptibles, inalienables e inembarga-
bles, y que la ley, establecería los mecanismos para 
readquirirlos cuando se encuentren en manos de par-
ticulares, esto en el caso del patrimonio arqueológico.

La ley a través de la cual se reglamentó este pre-

�����>��	����
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Ley 1185 de 2008), a través de su artículo 4° expresó 
el concepto de patrimonio cultural de la nación, así 
como su integración y su ámbito de aplicación.

Este artículo indica que dentro de los bienes que 
pueden ser sujetos de protección como patrimonio 
histórico de la nación, se encuentran aquellos a los 
que se les atribuye contenido simbólico de tipo tes-
timonial, como los reseñados en el proyecto de ley 
objeto del presente análisis, ubicados en los muni-
cipios de Agua de Dios (Cundinamarca) y Contra-
tación (Santander). Así mismo indica que esta ley 
���� \��� ��� }���� �����
���� ���� ��� }}��� ��� W������
contiene el régimen especial de salvaguardia, pro-
tección, sostenibilidad, divulgación y estímulo para 
los bienes del patrimonio cultural de la nación. Por 
otra parte el artículo citado indica con claridad que 
la declaratoria de un bien material como de interés 
cultural, o la inclusión de una manifestación en la 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inma-
terial es “el acto administrativo mediante el cual, 
previo cumplimiento del procedimiento previsto en 
esta ley, la autoridad nacional o las autoridades te-
rritoriales, indígenas o de los consejos comunitarios 
de las comunidades afrodescendientes, según sus 
���������
���� ������
���� "��� ��� �
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mente indica el artículo que los bienes objeto de esta 
distinción, pueden pertenecer según sea el caso, a la 
nación, a entidades públicas de cualquier orden, o 
a personas naturales o jurídicas de cualquier orden.

Así mismo el artículo 8° de la citada Ley 397 de 
}���������
�����������$�&�}}������W������	��
��
��
el régimen especial de protección del patrimonio his-
tórico de la Nación. Dentro de este artículo se indica 
la forma en la cual el Estado a través del Ministerio 
de Cultura, establecerá para cada caso en particular 
el plan de protección y manejo de estos bienes. Así 
mismo indica que de la remisión a estos artículos, se 
puede concluir que en efecto no es necesario que el 
ente público o la Nación se hagan propietarios de los 
bienes para poderlos declarar como patrimonio his-
tórico y cultural de la Nación, sin embargo, si a ello 
hay lugar, como sucede en el presente caso, donde el 
artículo 6° del texto aprobado por el Congreso indica 
que los bienes deben restituirse a sus únicos propie-
tarios (municipios de Agua de Dios y Contratación), 
deberá observarse el respectivo procedimiento de 
carácter administrativo, lo anterior, por la remisión 
hecha por el artículo 4° citado, que indica que la de-

claratoria de patrimonio histórico y cultural de la Na-
ción, es un acto administrativo.

La calidad de acto administrativo le otorga una se-
rie de requerimientos especiales a la actuación, que 
no permiten que la misma se desarrolle de manera in-
mediata, tal como lo establece el articulado de la ini-
ciativa bajo análisis. En este sentido, debe el Estado 
a través del Ministerio de Cultura, una vez estableci-
da la procedencia de la medida, iniciar el proceso de 
expropiación de los bienes, el cual se inicia con una 
petición de consenso entre el particular propietario del 
bien y el Estado, para de esta forma resarcir efectiva-
mente el patrimonio del primero y por ende, devolver 
a su único propietario el bien objeto de expropiación.

Así las cosas, un acto administrativo para tener efectos 
jurídicos, debe ser imperativo, debe permitir la proceden-
cia de los recursos de la vía gubernativa y ser acusable me-
diante la vía jurisdiccional, pero además debe someterse a 
la norma superior, debe ser expedido por funcionario com-
petente, debe observar formalidades en su estructuración, 
debe tener causa y objeto legal, además del respeto al de-
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Estado debe garantizar la participación del individuo en la 
decisión que lo afecta (Const. artículo 2°, inciso 1°), entre 
otras, mediante el ejercicio de su defensa (C.C.A. artículo 
84), además de permitirle, dada la naturaleza de los actos 
administrativos que aquí se trata, participar en el proceso 
de expropiación administrativa de los bienes.

De conformidad con lo anterior, es claro cómo 
ante un acto administrativo por medio del cual se 
declara como patrimonio histórico y cultural de la 
Nación un bien determinado y se procede a su ex-
propiación, debe previamente haberse realizado un 
procedimiento por parte de la administración, en 
donde se remunere e indemnice al administrado por 
la cesión de su derecho adquirido sobre el bien.

En este orden de ideas, razón le asiste al Gobierno 
en su objeción al proyecto de ley bajo examen, pues 
no puede quedar en la ley plasmado ese criterio am-
biguo de inmediatez, cuya interpretación podría lle-
var a que se incurra en vías de hecho administrativas, 
cuyas consecuencias económicas recaerán con pos-
terioridad sobre el mismo Estado. Lo anterior quiere 
decir que debe quedar claro y explícito en el texto le-
gal, cuáles son los procedimientos administrativos o 
judiciales que deben observarse para llevar a cabo la 
transferencia de la tenencia de los bienes implicados, 
observando de esta manera el debido proceso en su 
dimensión de imperativo constitucional.

CONCLUSIÓN
De conformidad con lo expuesto, consideramos 

PROCEDENTE la objeción presidencial al Proyec-
to de ley número 008 de 2009 Senado, 263 de 2009 
Cámara, ������������������
���������������
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de Agua de Dios en Cundinamarca y del sanatorio 
���%��������
������B���������������
������������
�-
posiciones, por cuanto es necesario que ante la decla-
ratoria legal de unos bienes como patrimonio histórico 
y cultural de la nación, en donde se ordene una subro-
gación de propiedad, deban preverse de manera taxa-
tiva e inequívoca, los mecanismos que permitan res-
petar los eventuales derechos adquiridos de terceros.

En consecuencia, de conformidad con lo pre-
visto en los artículos 166 y 167 de la Constitución 
Política y 197 y siguientes de la Ley 5ª de 1992, la 
iniciativa bajo examen deberá volver a las Cámaras 
a segundo debate.



Página 16 Miércoles, 1° de diciembre de 2010 GACETA DEL CONGRESO  1.000

PROPOSICIÓN
Con base en las anteriores consideraciones, soli-

citamos a las Plenarias del Senado de la República y 
de la Cámara de Representantes aprobar el informe 
aceptando las objeciones presidenciales por incons-
titucionalidad parcial al proyecto con la exclusión 
del término de lo solicitado en el artículo 6°, y es-
tableciendo las garantías legales, al Proyecto de ley 
número 263 de 2009 Cámara, 08 de 2009 Senado, 
���� ��� ����� ���{��
�����������K���
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Sanatorio de Agua de Dios en Cundinamarca y del 
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�����%��������
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otras disposiciones, el cual quedará así:

PROYECTO DE LEY NÚMERO 08 DE 2009 
SENADO 263 DE 2009 CÁMARA

���� ��� ����� ���{��
�����������K���
���
���
����
-
��� �� %�������� ��� ��� {��
��� ��
����� 
��������� ����
Sanatorio de Agua de Dios en Cundinamarca y del 
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otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Declárese Patrimonio Histórico y 

Cultural de la Nación el puente “De los Suspiros”, la 
[>�	��������"�	��#�
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los albergues “Ospina Pérez”, “San Vicente”, “Bo-
yacá” hospital “Herrera Restrepo” Internados “Santa 
Ana” y “Crisanto Luque” la “Casa Médica”, “San Ra-
fael” Capilla Colegio María Inmaculada y la “Casa del 
maestro Luis A. Calvo,” Colegio MIGUEL UNIA, el 
Teatro VARGAS TEJADA y el sitio denominado los 
CHORROS y los BAÑOS TERMALES, los cuales se 
han destinado para el servicio de los enfermos de Le-
pra, en el Sanatorio de Agua de Dios ESE, municipio 
de Agua de Dios, departamento de Cundinamarca.

Igualmente Declárese Patrimonio Histórico y 
Cultural de la Nación el “Hospital Don Bosco, Al-

��������������%��������/���
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Médica, Casa Empleado Almacén, Casa de la Ad-
ministración” los cuales se han destinado exclusi-
vamente para el servicio de los enfermos de Lepra, 
en el Sanatorio de Contratación ESE, municipio de 
Contratación, departamento de Santander.

Artículo 2°. Al declarar bien de interés cultural de 
la Nación los inmuebles relacionados en el artículo 
anterior en los municipios de Agua de Dios depar-
tamento de Cundinamarca y Contratación, departa-
mento de Santander, en los términos del artículo 4° 
������$�&�\������}����&������	������������������
sustituyan, las entidades públicas encargadas de pro-
teger el patrimonio cultural, así como el Ministerio 
de Protección y el Sanatorio de Agua de Dios ESE, 
Cundinamarca y el Sanatorio de Contratación San-
tander, concurrirán para su organización, protección 
y conservación arquitectónica e institucional. El Mi-
nisterio de Cultura prestará apoyo administrativo y 
asesoría técnica en las áreas de planeación, adminis-
���
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rando cada uno de los inmuebles como Casa Museo.

Artículo 3°. Autorízase al Gobierno Nacional, 
Gobernación de Cundinamarca, al municipio de 
Agua de Dios, al Sanatorio de Agua de Dios ESE, 
Gobernación de Santander, al municipio de Contra-
tación y al Sanatorio de Contratación ESE, para que 
contribuyan al fomento, promoción, protección, con-
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los valores culturales de la Nación presentados así 
como con la adecuación, restauración, protección y 
conservación que demande la declaratoria de monu-
mento nacional y cultural de la nación de los inmue-
bles relacionados en el artículo 1°.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional, Gobernación 
de Cundinamarca, Municipio de Agua de Dios, Sa-
natorio de Agua de Dios ESE, Gobernación de San-
tander, Municipio de Contratación, Sanatorio de 
Contratación ESE, quedan autorizados para impul-
sar y apoyar ante otras entidades públicas o privadas, 
nacionales o internacionales, la obtención de recur-
sos económicos adicionales o complementarios a las 
que se autorizaren apropiar en el Presupuesto Gene-
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Artículo 5°. Autorízase al Gobierno para la emi-
sión de una estampilla que deberá estar en circula-
ción por los mismos días que se celebra el día mun-
dial de la lepra, último domingo del mes de enero de 
cada año.

Artículo 6°. Los inmuebles descritos en el presen-
te proyecto de Ley, para todos los efectos de la pre-
sente ley no pueden estar en manos de particulares. 
En tal evento deben ser restituidos a su único propie-
tario, el Sanatorio de Agua de Dios y/o Sanatorio de 
Contratación, respetando los procedimientos o trá-
mites que deben surtirse ante las diversas instancias 
judiciales o administrativas.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su sanción y promulgación.

De los honorables Representantes a la Cámara y 
Senadores de la República,

Representante a la Cámara por Bogotá, D. C.,
>��!������K�������@���
��

Senador de la República,
?���������&"����'�������
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